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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
DISTRITO JUDICIAL DE CÚCUTA 

DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER 
JUZGADO TERCERO DE FAMILIA DE ORALIDAD DE CÚCUTA 

 
AUTO # 0114-2021 

 
ASUNTO: -ACCIÓN DE TUTELA- 
Radicado: 54001 31 60 003-2021-00027-00 
Accionante: JOHM JAIRO GONZÁLEZ BEDOYA C.C. # 86.043.590 en calidad de 
representante legal de la empresa SERVICIOS PREEXEQUIALES LA ETERNIDAD 
S.A.S NIT. # 900720687-3 
Accionado: BANCO DE BOGOTÁ Y LA SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE 
COLOMBIA. 
 
San José de Cúcuta, cuatro (04) de febrero de dos mil veintiuno (2.021) 
 

Según lo informado por la CIFIN S.A.S. (TransUnión®) Cifin_Tutelas@transunion.com  

- cifin_tutelas@cifin.co , VINCÚLESE a la SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y 

COMERCIO, para que en el perentorio término de veinticuatro (24) horas, es decir, 
(un (1) día)1, contadas a partir de la HORA de recibo de la respectiva comunicación, si a 
bien lo tienen, alleguen a este Juzgado un informe detallado, el cual se presume 
presentado bajo la gravedad del juramento, acerca de la veracidad de los hechos y la 
legalidad de las pretensiones formuladas en el escrito de tutela y ejerzan su derecho a la 
defensa y contradicción. 
 

 
NOTIFICAR a las partes mencionadas en el presente proveído, por correo electrónico, 
según las directrices dadas por la presidencia del H. Tribunal Superior del Distrito Judicial 
de Cúcuta en Circular PTSC18-18 del 25/05/182 y el Consejo Seccional de la 
Judicatura Norte de Santander de Cúcuta, en virtud al nuevo horario implementado 
por el Consejo Seccional de la Judicatura Norte de Santander de Cúcuta en el 
CSJNS2020-218 del 1/10/2020, por la emergencia sanitaria que atraviesa el país por 
causa del Coronavirus COVID-193; y en caso de no ser posible, NOTIFICAR vía 
telefónica dejando las constancias del caso; en todo caso envíese a la parte accionada 
el archivo digitalizado del escrito de la tutela y anexos. 
 
ADVERTIR a las partes mencionadas en el presente proveído, que los archivos de las 
respuestas que efectúen dentro de la presente Acción Constitucional, junto con los 
anexos, si los tuvieren, los alleguen al correo electrónico institucional de este Despacho 

Judicial jfamcu3@cendoj.ramajudicial.gov.co, en formato convertido directamente 
del Word a PDF (no escaneado); que en el nombre asignado a 
dichos archivos se refleje primero el radicado de la tutela 
correspondiente y luego el contenido del mismo; además, que 
dentro del contenido de la respuesta figuren los datos 
para efectos de notificación judicial (dirección, teléfono y correo 
electrónico) de la parte (persona o entidad) que emite la 
respuesta; y los envíen sólo en el transcurso de la jornada laboral del Juzgado, 

es decir, entre 8:00 a.m. a 12:00 m. y de 1:00 p.m. a 5:00 p.m., según las directrices 

                                                           
1 sentencia C-367 de 2014, de la Corte Constitucional. 
2  Para darle agilidad a las comunicaciones y reducir al máximo el consumo de papel e impresiones (Circular PTSC16-05 del 5/03/16 y 
Circular PTSC17-10 del 21/03/17), el Canal oficial autorizado de comunicación, es el correo institucional; y si una comunicación se envía a 
través de dicho correo institucional no es necesario enviar la misma físicamente a través de los citadores de los Despachos Judiciales ni de 
la empresa de envío certificado 4-72, a menos que sea solicitado de forma expresa, ya que tal situación genera desgaste administrativo, 
gasto innecesario de recursos de papelería e insumos de impresión y un costo monetario injustificado al Erario Público de la Nación. Así 
mismo no se debe imprimir en físico el mensaje ni el(los) documento(s) anexo(s) si no es estrictamente necesario. 
3 Acuerdo CSJNS2020-120 del 13/03/2020 que sigue las directrices dadas por el Consejo Superior de la Judicatura en la circular 
PCSJ20-6 del 12/03/2020, por la que se establece el protocolo para la prevención de contagio de COVID-19 en sedes judiciales. 
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dadas por la sala de Decisión Civil Familia del H. Tribunal Superior del Distrito 
Judicial de Cúcuta4 y el Consejo Seccional de la Judicatura Norte de Santander de 
Cúcuta, en el Acuerdo CSJNS2020-218 del 1/10/2020, por la emergencia sanitaria 
que atraviesa el país por causa del Coronavirus COVID-195; en caso contrario, se 
entenderá recibido al día y hora siguiente hábil laboral. 
 

NOTIFÍQUESE 
  

 
(Firma Digital) 

CLAUDIA CONSUELO GARCÍA REYES 
Juez 
 

 
 
 

Firmado Por: 
 

CLAUDIA CONSUELO GARCIA REYES  
JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 003 DE CIRCUITO FAMILIA DE LA CIUDAD DE CUCUTA-N. DE SANTANDER 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 
conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 

533a6e02790bb89c3d65fb050ec2607d9af5aa7ff3e1153779ff94c1bc3956e5 
Documento generado en 04/02/2021 01:50:05 PM 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

                                                           
4 “…para que un memorial se entienda presentado de manera oportuna, deberá ser recibido antes del cierre del Despacho, en este Caso, 

antes de las seis de la tarde (6:00 p.m.) del mismo día.”4, conforme lo dispuesto por la sala de Decisión Civil Familia del H. Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Cúcuta, en proveído del 22 de julio de 2019, proferido dentro de la Acción de Tutela radicado Interno 2019-00135-00, 

radicado 1ª Inst. 2019-00251-00 de este Juzgado. 

5 Acuerdo CSJNS2020-120 del 13/03/2020 que sigue las directrices dadas por el Consejo Superior de la Judicatura en la circular 

PCSJ20-6 del 12/03/2020, por la que se establece el protocolo para la prevención de contagio de COVID-19 en sedes judiciales. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
DISTRITO JUDICIAL DE CÚCUTA 

DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER 
JUZGADO TERCERO DE FAMILIA DE ORALIDAD DE CÚCUTA 

 
AUTO # 0121-2021 

 
ASUNTO: -ACCIÓN DE TUTELA- 
Radicado: 54001 31 60 003-2021-00028-00 

Accionante: RAFAEL HUMBERTO VILLAMIZAR RIOS C. C. # 13247809 
Accionado: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -
COLPENSIONES S.A. 
 
San José de Cúcuta, cuatro (04) de febrero de dos mil veintiuno (2.021) 
 
Se encuentra al despacho la presente ACCIÓN DE TUTELA instaurada por RAFAEL 
HUMBERTO VILLAMIZAR RIOS contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES -COLPENSIONES S.A., por la presunta violación de sus derechos 
constitucionales fundamentales.  
 
Examinados los antecedentes que se exponen en la fundamentación de la tutela, se 
observa que la misma satisface los requisitos formales del artículo 14 del Decreto 2591 
de 1991, se procede a admitirla. 
    

Igualmente, se hace necesario vincular como accionado al Sr. JUAN MIGUEL 
VILLA LORA y/o quien haga sus veces de Presidente Nacional de Colpensiones, 
a la Sra. CLAUDIA PATRICIA PEÑARANDA HERNANDEZ y/o quién haga sus veces de 
Jefe de Oficina y/o Representante Legal de Colpensiones Cúcuta; al Sr. DIEGO 
ALEJANDRO URREGO ESCOBAR y/o quien haga sus veces de Director de Acciones 
Constitucionales de la Gerencia de Defensa Judicial de la Vicepresidencia Jurídica y 
Secretaría de Colpensiones-, LINA MARIA SANCHEZ UNDA y/o quien haga sus veces 
de Gerente Nacional de Defensa Judicial de la Vicepresidencia Jurídica y Secretaria 
General de Colpensiones; Dirección de Defensa Judicial de Colpensiones; la 
Vicepresidencia de Beneficios y Prestaciones de Colpensiones; al(la) Gerente Nacional 
de Beneficios y Prestaciones de Colpensiones; a la Sra. ANDREA MARCELA RINCÓN 
CAICEDO y/o quien haga sus veces de Directora de Prestaciones Económicas antes 
Gerencia Nacional de Reconocimiento de la Vicepresidencia de Beneficios y 
Prestaciones de Colpensiones; Gerente Nacional de Nómina de la Vicepresidencia de 
Beneficios y Prestaciones de Colpensiones; Director(a) de Nómina de Colpensiones;  
OLGA LUCIA SARMIENTO MAYORGA y/o quien haga sus veces de Gerente Nacional 
de Ingresos y Egresos de la Vicepresidencia de Financiamiento e Inversiones; la 
Vicepresidencia de Financiamiento e Inversiones; Sr. LEONARDO CHAVARRO 
FORERO y/o quien haga sus veces de Gerente Nacional de Aportes y Recaudo de la 
Vicepresidencia de Financiamiento e Inversiones; La Gerencia Nacional de Cobro; la 
Gerencia Nacional de Tesorería e Inversiones; Gerente Nacional de Operaciones de la 
Vicepresidencia de Operaciones y Tecnología de Colpensiones; al(la) Gerente Nacional 
de Ingresos y Egresos de la Vicepresidencia de Financiamiento e Inversiones de 
Colpensiones; Vicepresidencia de Servicio al Ciudadano de Colpensiones; 
Vicepresidencia Comercial y de Servicio al Ciudadano de Colpensiones; Gerencia 
Nacional de Atención al Afiliado de Colpensiones; Gerencia Nacional de Peticiones, 
Quejas, Reclamos y Sugerencias de Colpensiones; la Subdirección de Determinación VII 
de la Dirección de Prestaciones Económicas de  Colpensiones, Subdirección de 
Determinación X (A) de la Dirección de Prestaciones Económicas de  Colpensiones; 
Director de Ingresos por Aportes de la Gerencia de Financiamiento e Inversión de 
Colpensiones, Gerencia de la Administración de la Información de la Dirección de Historia 
Laboral de Colpensiones, Director de Historia Laboral de Colpensiones , SHIRLEY 
ESPITIA ROJAS y/o quien haga sus veces de Director(A) de Cartera de Colpensiones, 
al(la) Gerente Nacional de Gestión Actuarial de la Vicepresidencia de Planeación y 
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Riesgos de Colpensiones, al(la) Gerente de Determinación de Derechos de Colpensiones 
(funciones de vicepresidente de operaciones del régimen de prima media  (acuerdo 108 
del 1 de marzo de 2017)), Dirección de Medicina Laboral de Colpensiones, Subdirección 
de Determinación IX (A) de la Dirección de Prestaciones Económicas de  Colpensiones, 

Dirección de Administración de Solicitudes y PQR, AGENCIA NACIONAL DE 
DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO, ALCALDÍA DE SAN JOSÉ DE CÚCUTA,  
GOBERNACIÓN DE NORTE DE SANTANDER, COSINTE LTDA., en razón a que 
la decisión que se llegare a tomar puede involucrarlos. 
 

Como el artículo 19 del Decreto en cita autoriza al Juez de tutela para solicitar información 
y documentación a la autoridad contra la que se dirige la acción, por consiguiente, así se 
procederá. 
 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero de Familia de Oralidad de 
Cúcuta, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: ADMITIR la presente ACCIÓN DE TUTELA instaurada por RAFAEL 
HUMBERTO VILLAMIZAR RIOS contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES -COLPENSIONES S.A.  
  
SEGUNDO: VINCULAR como accionados al Sr. JUAN MIGUEL VILLA LORA y/o quien 
haga sus veces de Presidente Nacional de Colpensiones, a la Sra. CLAUDIA PATRICIA 
PEÑARANDA HERNANDEZ y/o quién haga sus veces de Jefe de Oficina y/o 
Representante Legal de Colpensiones Cúcuta; al Sr. DIEGO ALEJANDRO URREGO 
ESCOBAR y/o quien haga sus veces de Director de Acciones Constitucionales de la 
Gerencia de Defensa Judicial de la Vicepresidencia Jurídica y Secretaría de 
Colpensiones-, LINA MARIA SANCHEZ UNDA y/o quien haga sus veces de Gerente 
Nacional de Defensa Judicial de la Vicepresidencia Jurídica y Secretaria General de 
Colpensiones; Dirección de Defensa Judicial de Colpensiones; la Vicepresidencia de 
Beneficios y Prestaciones de Colpensiones; al(la) Gerente Nacional de Beneficios y 
Prestaciones de Colpensiones; a la Sra. ANDREA MARCELA RINCÓN CAICEDO y/o 
quien haga sus veces de Directora de Prestaciones Económicas antes Gerencia Nacional 
de Reconocimiento de la Vicepresidencia de Beneficios y Prestaciones de Colpensiones; 
Gerente Nacional de Nómina de la Vicepresidencia de Beneficios y Prestaciones de 
Colpensiones; Director(a) de Nómina de Colpensiones;  OLGA LUCIA SARMIENTO 
MAYORGA y/o quien haga sus veces de Gerente Nacional de Ingresos y Egresos de la 
Vicepresidencia de Financiamiento e Inversiones; la Vicepresidencia de Financiamiento 
e Inversiones; Sr. LEONARDO CHAVARRO FORERO y/o quien haga sus veces de 
Gerente Nacional de Aportes y Recaudo de la Vicepresidencia de Financiamiento e 
Inversiones; La Gerencia Nacional de Cobro; la Gerencia Nacional de Tesorería e 
Inversiones; Gerente Nacional de Operaciones de la Vicepresidencia de Operaciones y 
Tecnología de Colpensiones; al(la) Gerente Nacional de Ingresos y Egresos de la 
Vicepresidencia de Financiamiento e Inversiones de Colpensiones; Vicepresidencia de 
Servicio al Ciudadano de Colpensiones; Vicepresidencia Comercial y de Servicio al 
Ciudadano de Colpensiones; Gerencia Nacional de Atención al Afiliado de Colpensiones; 
Gerencia Nacional de Peticiones, Quejas, Reclamos y Sugerencias de Colpensiones; la 
Subdirección de Determinación VII de la Dirección de Prestaciones Económicas de  
Colpensiones, Subdirección de Determinación X (A) de la Dirección de Prestaciones 
Económicas de  Colpensiones; Director de Ingresos por Aportes de la Gerencia de 
Financiamiento e Inversión de Colpensiones, Gerencia de la Administración de la 
Información de la Dirección de Historia Laboral de Colpensiones, Director de Historia 
Laboral de Colpensiones , SHIRLEY ESPITIA ROJAS y/o quien haga sus veces de 
Director(A) de Cartera de Colpensiones, al(la) Gerente Nacional de Gestión Actuarial de 
la Vicepresidencia de Planeación y Riesgos de Colpensiones, al(la) Gerente de 
Determinación de Derechos de Colpensiones (funciones de vicepresidente de 
operaciones del régimen de prima media  (acuerdo 108 del 1 de marzo de 2017)), 
Dirección de Medicina Laboral de Colpensiones, Subdirección de Determinación IX (A) 
de la Dirección de Prestaciones Económicas de  Colpensiones, Dirección de 
Administración de Solicitudes y PQR, la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA 
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DEL ESTADO, ALCALDÍA DE SAN JOSÉ DE CÚCUTA,  GOBERNACIÓN DE NORTE 
DE SANTANDER, COSINTE LTDA., por lo expuesto. 
 
TERCERO: TENER como prueba los documentos allegados con el escrito introductorio 
de tutela y que reúnan los requisitos de ley y practicar las siguientes pruebas: 
 

a) OFICIAR al Sr. JUAN MIGUEL VILLA LORA y/o quien haga sus veces de 
Presidente Nacional de Colpensiones, a la Sra. CLAUDIA PATRICIA 
PEÑARANDA HERNANDEZ y/o quién haga sus veces de Jefe de Oficina y/o 
Representante Legal de Colpensiones Cúcuta; al Sr. DIEGO ALEJANDRO 
URREGO ESCOBAR y/o quien haga sus veces de Director de Acciones 
Constitucionales de la Gerencia de Defensa Judicial de la Vicepresidencia 
Jurídica y Secretaría de Colpensiones-, LINA MARIA SANCHEZ UNDA y/o quien 
haga sus veces de Gerente Nacional de Defensa Judicial de la Vicepresidencia 
Jurídica y Secretaria General de Colpensiones; Dirección de Defensa Judicial de 
Colpensiones;  la Vicepresidencia de Beneficios y Prestaciones de Colpensiones; 
al(la) Gerente Nacional de Beneficios y Prestaciones de Colpensiones; a la Sra. 
ANDREA MARCELA RINCÓN CAICEDO y/o quien haga sus veces de Directora 
de Prestaciones Económicas antes Gerencia Nacional de Reconocimiento de la 
Vicepresidencia de Beneficios y Prestaciones de Colpensiones; Gerente Nacional 
de Nómina de la Vicepresidencia de Beneficios y Prestaciones de Colpensiones; 
Director(a) de Nómina de Colpensiones;  OLGA LUCIA SARMIENTO MAYORGA 
y/o quien haga sus veces de Gerente Nacional de Ingresos y Egresos de la 
Vicepresidencia de Financiamiento e Inversiones; la Vicepresidencia de 
Financiamiento e Inversiones; Sr. LEONARDO CHAVARRO FORERO y/o quien 
haga sus veces de Gerente Nacional de Aportes y Recaudo de la Vicepresidencia 
de Financiamiento e Inversiones; La Gerencia Nacional de Cobro; la Gerencia 
Nacional de Tesorería e Inversiones; Gerente Nacional de Operaciones de la 
Vicepresidencia de Operaciones y Tecnología de Colpensiones; al(la) Gerente 
Nacional de Ingresos y Egresos de la Vicepresidencia de Financiamiento e 
Inversiones de Colpensiones; Vicepresidencia de Servicio al Ciudadano de 
Colpensiones; Vicepresidencia Comercial y de Servicio al Ciudadano de 
Colpensiones; Gerencia Nacional de Atención al Afiliado de Colpensiones; 
Gerencia Nacional de Peticiones, Quejas, Reclamos y Sugerencias de 
Colpensiones; la Subdirección de Determinación VII de la Dirección de 
Prestaciones Económicas de  Colpensiones, Subdirección de Determinación X 
(A) de la Dirección de Prestaciones Económicas de  Colpensiones; Director de 
Ingresos por Aportes de la Gerencia de Financiamiento e Inversión de 
Colpensiones, Gerencia de la Administración de la Información de la Dirección de 
Historia Laboral de Colpensiones, Director de Historia Laboral de Colpensiones , 
SHIRLEY ESPITIA ROJAS y/o quien haga sus veces de Director(A) de Cartera 
de Colpensiones, al(la) Gerente Nacional de Gestión Actuarial de la 
Vicepresidencia de Planeación y Riesgos de Colpensiones, al(la) Gerente de 
Determinación de Derechos de Colpensiones (funciones de vicepresidente de 
operaciones del régimen de prima media  (acuerdo 108 del 1 de marzo de 2017)), 
Dirección de Medicina Laboral de Colpensiones, Subdirección de Determinación 
IX (A) de la Dirección de Prestaciones Económicas de  Colpensiones, Dirección 
de Administración de Solicitudes y PQR, la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA 
JURIDICA DEL ESTADO, ALCALDÍA DE SAN JOSÉ DE CÚCUTA,  
GOBERNACIÓN DE NORTE DE SANTANDER, COSINTE LTDA., para que en el 
perentorio término de veinticuatro (24) horas, es decir, (un (1) día)1, contadas a 
partir de la HORA de recibo de la respectiva comunicación, ejerzan su derecho a 
la defensa y contradicción, y se sirvan allegar a este Juzgado un informe 
detallado, el cual se presume presentado bajo la gravedad del juramento, acerca 
de la veracidad de los hechos y la legalidad de las pretensiones formuladas en el 
escrito de tutela e informen el(los) nombre(s) y cargo(s) de la(s) persona(s) 
que, dentro de la estructura de esa entidad, es(son) la(s) encargada(s) de 
cumplir la orden de tutela que eventualmente se llegue a impartir en el 
presente asunto.  
 

                                                           
1 sentencia C-367 de 2014, de la Corte Constitucional. 
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b) OFICIAR a COLPENSIONES, para que en el perentorio término de veinticuatro 
(24) horas, es decir, (un (1) día)2, contadas a partir de la HORA de recibo de la 
respectiva comunicación, informe las razones por las cuales no ha dado respuesta 
al derecho de petición presentado por el señor RAFAEL HUMBERTO 
VILLAMIZAR RIOS C. C. # 13247809,  con la cual solicitó su pensión de vejez, 
debiendo indicar que trámite le fue dada a la misma; en qué estado se encuentra 
dicha petición y allegar prueba documental que acredite su dicho. 
 

 

c) OFICIAR al accionante para que en el perentorio término de veinticuatro 
(24) horas, es decir, (un (1) día)3, contadas a partir de la HORA de recibo 
de la respectiva comunicación, informe cuál es la ciudad y departamento 
de la alcaldía y gobernación que invoca en su escrito tutelar. 
 
Así mismo allegue digitalizada y en formato PDF directamente convertido 
del Word y no foto del escrito tutelar y del derecho de petición que presentó 
solicitando su pensión de vejez, por cuanto la primera no es muy legible y 
la segunda no fue aportada con su escrito tutelar. 
 

CUARTO:  NOTIFICAR a las partes el presente proveído, por correo electrónico, según 
las directrices dadas por la presidencia del H. Tribunal Superior del Distrito Judicial de 
Cúcuta en Circular PTSC18-18 del 25/05/184 y el Consejo Seccional de la Judicatura 
Norte de Santander de Cúcuta, en virtud al nuevo horario implementado por el 
Consejo Seccional de la Judicatura Norte de Santander de Cúcuta en el 
CSJNS2020-218 del 1/10/2020, por la emergencia sanitaria que atraviesa el país por 
causa del Coronavirus COVID-19; y en caso de no ser posible, NOTIFICAR vía 
telefónica dejando las constancias del caso; en todo caso envíese a la parte accionada 
el archivo digitalizado del escrito de la tutela y anexos. 
 
QUINTO:  ADVERTIR a las partes que los archivos de las respuestas que efectúen 
dentro de la presente Acción Constitucional, junto con los anexos, si los tuvieren, los 
alleguen al correo electrónico institucional de este Despacho Judicial 
jfamcu3@cendoj.ramajudicial.gov.co, en formato convertido directamente del Word a 
PDF (no escaneado); que en el nombre asignado a dichos archivos se refleje 
primero el radicado de la tutela correspondiente y luego el contenido del mismo; 
además, que dentro del contenido de la respuesta figuren los datos para efectos 
de notificación judicial (dirección, teléfono y correo electrónico) de la parte 
(persona o entidad) que emite la respuesta; y los envíen sólo en el transcurso de 
la jornada laboral del Juzgado, es decir, entre 8:00 a.m. a 12:00 m. y de 1:00 p.m. a 
5:00 p.m., según las directrices dadas por la sala de Decisión Civil Familia del H. 
Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cúcuta y el Consejo Seccional de la 
Judicatura Norte de Santander de Cúcuta, en el Acuerdo CSJNS2020-218 del 
1/10/2020, por la emergencia sanitaria que atraviesa el país por causa del 
Coronavirus COVID-195; en caso contrario, se entenderá recibido al día y hora 
siguiente hábil laboral. 
 
  

NOTIFÍQUESE 
 

 
(Firma Electrónica) 

CLAUDIA CONSUELO GARCÍA REYES 
Juez. 

                                                           
2 sentencia C-367 de 2014, de la Corte Constitucional. 
3 sentencia C-367 de 2014, de la Corte Constitucional. 
4  Para darle agilidad a las comunicaciones y reducir al máximo el consumo de papel e impresiones (Circular PTSC16-05 del 5/03/16 y 
Circular PTSC17-10 del 21/03/17), el Canal oficial autorizado de comunicación, es el correo institucional; y si una comunicación se envía a 
través de dicho correo institucional no es necesario enviar la misma físicamente a través de los citadores de los Despachos Judiciales ni de 
la empresa de envío certificado 4-72, a menos que sea solicitado de forma expresa, ya que tal situación genera desgaste administrativo, 
gasto innecesario de recursos de papelería e insumos de impresión y un costo monetario injustificado al Erario Público de la Nación. Así 
mismo no se debe imprimir en físico el mensaje ni el(los) documento(s) anexo(s) si no es estrictamente necesario. 
5 Acuerdo CSJNS2020-120 del 13/03/2020 que sigue las directrices dadas por el Consejo Superior de la Judicatura en la circular 

PCSJ20-6 del 12/03/2020, por la que se establece el protocolo para la prevención de contagio de COVID-19 en sedes judiciales. 

mailto:jfamcu3@cendoj.ramajudicial.gov.co
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
DISTRITO JUDICIAL DE CÚCUTA 

DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER 
JUZGADO TERCERO DE FAMILIA DE ORALIDAD DE CÚCUTA 

 
AUTO # 0119-2021  

  
ASUNTO: -ACCIÓN DE TUTELA-  
Radicado: 54001 31 60 003-2021-00029-00  
Accionante:  FRANCISCO JAVIER CUADROS CASTILLO C.C. # 80’098.606, 
quien actúa a través de apoderado judicial 
Accionado:   JAIME ALONSO VÁSQUEZ GIRALDO C.C. # 91202566 
  
San José de Cúcuta, cuatro (04) de febrero de dos mil veintiuno (2.021)  
  
Correspondió por reparto al Despacho, el estudio de la presente acción de tutela 
promovida por el señor FRANCISCO JAVIER CUADROS CASTILLO C.C. # 
80’098.606, quien actúa a través de apoderado judicial contra el señor JAIME 
ALONSO VÁSQUEZ GIRALDO. 
 
Sin embargo, sería del caso entrar a su admisión, sino se observara que la 
presente causa le fue asignada inicialmente al JUZGADO SÉPTIMO CIVIL 
MUNICIPAL DE ORALIDAD DE CÚCUTA; Despacho que de manera errada se 
abstuvo de tramitarla, considerando en auto del 2/02/2021, que la competencia la 
tenían los jueces del circuito, citando el artículo 37 del 2591/91 “… De las acciones 
dirigidas contra la prensa y los demás medios de comunicación serán 
competentes los jueces de circuito del lugar”., cuando el señor JAIME ALONSO 
VÁSQUEZ GIRALDO, no representa a ninguna prensa ni medio de comunicación 
reconocido, toda vez que él es una persona natural, que según la información que 
reposa en internet, es abogado, que hace como veedor ciudadano, más ello no 
significa que éste sea periodista o haga parte de los medios de comunicación 
oficial y/o prensa, por tanto, la competencia es de los Jueces Municipales, 
conforme Decreto 1983 de 2017, por tratarse de una acción contra un particular. 
 
Aunado a lo anterior, se debe tener en cuenta lo analizado por la Corte 
Constitucional en la SU420/2019, en una acción constitucional similar, al estudiar 
la legitimación en la cauda por pasiva, en la que indicó: 
 

“Legitimación por pasiva 
  
62.  El artículo 5º del Decreto Ley 2591 de 1991 señala que la acción de tutela 
procede contra toda acción u omisión de las autoridades públicas que 
desconozcan o amenacen con vulnerar los derechos fundamentales de los 
accionantes. De manera excepcional, es posible ejercerla en contra de 
particulares si: (i) están encargados de la prestación de un servicio público; (ii) 
su conducta afecta grave y directamente el interés colectivo; o (iii) el accionante 
se encuentra en una situación de indefensión o de subordinación respecto de 
este. 
  
En relación con esta última hipótesis, el artículo 42.9 ejusdem especifica que 
el amparo procede contra acciones u omisiones de particulares, entre otras 
circunstancias, cuando el accionante se encuentra en situación de 
subordinación o indefensión respecto del particular contra el cual se interpuso 
la acción de tutela. 
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Al respecto, la Corte Constitucional ha determinado que la indefensión hace 
referencia a una situación relacional que implica la dependencia de una 
persona respecto de otra, por causa de una decisión o actuación desarrollada 
en el ejercicio irrazonable, irracional o desproporcionada de un derecho del que 
el particular es titular. En desarrollo de este concepto también se ha advertido 
que esta circunstancia se “configura cuando una persona se encuentra en un 
estado de debilidad manifiesta frente a otra, de modo que, por el conjunto de 
circunstancias que rodean el caso, no le es posible defenderse ante la agresión 
de sus derechos”. 
  
63.  Así, los asuntos que se debaten en las acciones de amparo relacionadas 
con el ejercicio de la libertad de expresión en Internet, conciernen 
generalmente a pugnas entre particulares, por lo cual es preciso acreditar los 
requisitos de cara a la procedencia de la acción de amparo. Así, consideró que 
debe hallarse probada la situación de indefensión del peticionario, la cual no 
se activa automáticamente por tratarse de expresiones realizadas en una red 
social en contra del buen nombre u honra de un individuo, pues esto parte del 
estudio concreto que el juez realice en cada caso[42], a fin de constatar la 
legitimación en la causa por pasiva del particular accionado. (subrayado fuera 
de texto). 
  
64.  En tal escenario, debe destacarse que las plataformas digitales actúan con 
“normas de la comunidad”, a las cuales se somete cada persona que pretende 
hacer uso de sus canales, así por ejemplo para Facebook, no son aceptables 
publicaciones relacionadas con: (i) violencia y comportamiento delictivo, que 
incluye violencia creíble, personas y organizaciones peligrosas, promocionar o 
publicar la delincuencia, organizar actos para infligir daños, artículos regulados; 
(ii) seguridad que se refiere a suicidio y autolesiones, desnudos y explotación 
sexual de menores, explotación sexual de adultos, bullying, acoso, infracciones 
de privacidad y derechos de privacidad de las imágenes; (iii) contenido 
inaceptable como el lenguaje que incita al odio, violencia y contenido gráfico, 
desnudos y actividad sexual de adultos, contenido cruel e insensible; (iv) 
integridad y autenticidad referente a spam, representaciones engañosas, 
noticias falsas, cuentas conmemorativas; (v) propiedad intelectual en donde se 
hace alusión a las solicitudes de usuarios y medidas adicionales de protección 
para menores. Por su parte, las políticas de seguridad de YouTube se 
encuentran consignadas en las “Reglas de la Comunidad”[43]. 
  
En tal sentido, las plataformas de aplicaciones o redes sociales establecen 
pautas de autorregulación, de acuerdo con procesos internos tendientes a 
determinar si una cuenta está desconociendo las mismas, por lo que los 
usuarios cuentan con la posibilidad de “reportar” contenido que se considere 
inapropiado para esos canales. Es este un mecanismo de autocomposición 
para la resolución de este tipo de controversias al que se debe acudir, en primer 
lugar, a fin de lograr la dirimir las diferencias entre los particulares en el mismo 
contexto en el que se produjo, esto es, en la red social[44]. 
  
No obstante, las plataformas digitales no tienen la facultad de censurar 
información, pues estos intermediarios no tienen los conocimientos jurídicos o 
la capacidad técnica para evaluar adecuadamente qué contenido debe ser 
retirado y qué puede circular en términos de veracidad y buen nombre. Por 
ende, no es dable conferir a los intermediarios en Internet la capacidad de 
pronunciarse más allá de la violación de las normas de la comunidad, ya que 
ello conllevaría convertirlos en jueces. 
  
65.  En consecuencia, en los eventos en que se alegue la afectación a la honra 
y buen nombre y que no concuerden con los temas regulados por las normas 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/SU420-19.htm#_ftn42
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/SU420-19.htm#_ftn43
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/SU420-19.htm#_ftn44
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de la comunidad, es necesario la intervención de una autoridad judicial. De ahí, 
se entiende cubierta la legitimación por pasiva de un particular, dado que el 
afectado se encuentra en una situación de indefensión al no contar con un 
medio directo de reclamo ante la plataforma. 
  
En suma, la situación de indefensión en estos casos se evidencia cuando se 
realizan publicaciones que afectan la honra o buen nombre de las personas a 
través de las distintas redes sociales sobre las cuales el demandante o 
afectado no tiene la posibilidad de denunciar al interior de la plataforma por 
conculcarlas normas de la comunidad. Sin perjuicio de lo anterior, para la Sala 
Plena, corresponderá al juez constitucional en cada caso concreto examinar la 
situación de indefensión del accionado, a fin de determinar si la tutela se torna 
procedente, atendiendo las circunstancias del caso concreto, las personas 
involucradas, los hechos relevantes y las condiciones de desprotección, que 
pueden ser económicas, sociales, culturales y personales.”.  
 

Así las cosas, se puede inferir de los argumentos de la H. Corte Constitucional 
que el presente asunto se trata de una pugna entre particulares, donde el 
accionado en ejercicio a su derecho a libertad de expresión en internet, utiliza una 
de las diferentes plataformas o redes sociales, para hacer comentarios negativos 
del aquí accionante, pero ello, no le da un carácter diferente al particular 
accionado, es decir, ese hecho no convierte y/o no le da la calidad de periodista 
al señor JAIME ALONSO VÁSQUEZ GIRALDO ni mucho menos de prensa ni de 
medio de comunicación, sigue siendo una persona particular y por ende, la acción 
de tutela es de competencia de los Jueces Municipales de la ciudad, conforme lo 
dispuesto en los Decretos 2591/1991, 1382/2000 y la norma de reparto Decreto 
1983 del 30 de noviembre de 2017. 
 
Aunado a lo anterior, se aprecia que en la SU420/2019 la Corte Constitucional, 
en un caso similar decidió revocar la sentencia proferida en segunda instancia por 
el Juzgado Dieciséis Civil del Circuito de Bogotá que confirmaba la sentencia 
proferida en primera instancia por el Juzgado Primero Civil Municipal de Bogotá; 
reafirmando con ello que la competencia en estos asuntos le compete a los 
Jueces Municipales. 
 
De otra parte, Como es sabido a través del Decreto 1983 del 30 de noviembre de 
2017, se modificaron varios artículos del Decreto 1069 de 2015, referentes a 
reglas de reparto de la acción de tutela y el Artículo 1 de dicha norma, modificó el 
artículo 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069 de 2015, el cual quedó así: 
  

"ARTÍCULO 2.2.3.1.2.1. Reparto de la acción de tutela. Para los efectos 
previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción 
de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación 
o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se 
produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas: 
 
1. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, 
organismo o entidad pública del orden departamental, distrital o municipal y 
contra particulares serán repartidas, para su conocimiento en primera 
instancia, a los Jueces Municipales. (…). 

 
Así las cosas, este Despacho encuentra que la tutela de la referencia NO puede 
ser admitida en primera instancia por este Juzgado, pues está dirigida 
propiamente contra un particular y como quiera que la misma ya había sido 
repartida al Juzgado Séptimo Civil Municipal de Cúcuta, es dicho juzgado que 
debe conocer de la misma. 
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Por lo anterior, surge un CONFLICTO DE COMPETENCIA, que al tenor del Art. 
139 del C.G.P., deberá ser resuelto por la Sala Civil-Familia del Honorable 
Tribunal Superior de este Distrito Judicial, por ende, se ordenará que por 
secretaría, se remita el expediente digitalizado de la presente acción 
constitucional a dicha Corporación.  
 

 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero de Familia de Oralidad de 
Cúcuta, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: REMITIR la presente tutela a la Sala Civil-Familia del Honorable 
Tribunal Superior de este Distrito Judicial para que decida sobre el conflicto de 
competencia surgido, por las razones expuestas en la parte motiva.  
  
SEGUNDO: NOTIFICAR al accionante el presente proveído, por correo 
electrónico, según las directrices dadas por la presidencia del H. Tribunal Superior 
del Distrito Judicial de Cúcuta en Circular PTSC18-18 del 25/05/182 y el Consejo 
Seccional de la Judicatura Norte de Santander de Cúcuta, en virtud al nuevo 
horario implementado por el Consejo Seccional de la Judicatura Norte de 
Santander de Cúcuta en el CSJNS2020-218 del 1/10/2020, por la emergencia 
sanitaria que atraviesa el país por causa del Coronavirus COVID-193; y en 
caso de no ser posible, NOTIFICAR vía telefónica dejando las constancias del 
caso; en todo caso envíese a la parte accionada el archivo digitalizado del 
escrito de la tutela y anexos.  
  
  

NOTIFÍQUESE  
   

  
(Firma Digital)  

CLAUDIA CONSUELO GARCÍA REYES  
Juez  
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AUTO # 0117-2021 
 

ASUNTO: INCIDENTE DE DESACATO -ACCIÓN DE TUTELA 
Radicado: 54001 31 60 003-2019-00322-00 
Accionante: OCTAVIO HERNANDEZ VARGAS C.C. # 88218083 

Accionado: TEJAR SANTA TERESA S.A.S.,  
 
San José de Cúcuta, cuatro (04) de febrero de dos mil veintiuno (2.021) 

 
Se encuentra para resolver el Incidente de Desacato de Tutela promovido por la parte 
accionante contra TEJAR SANTA TERESA S.A.S., por incumplimiento al fallo de tutela del 
15 de julio de 2019, toda vez que no le ha cancelado al señor OCTAVIO HERNANDEZ 
VARGAS C.C. # 88218083, los sueldos adeudados desde el 01 de diciembre hasta la actual 
fecha de 01 de febrero del año 2021, razón por la cual interpone el presente INCIDENTE DE 
DESACATO. 

 
En la sentencia C-367 de 2014, la Corte Constitucional dispuso: “Declarar EXEQUIBLE el 
inciso primero del artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, en el entendido de que el incidente 
de desacato allí previsto debe resolverse en el término establecido en el artículo 86 de 
la Constitución Política.”. Negrilla y resaltado fuera de texto. 
 
Por su parte el Artículo 86 de la Constitución Política, reza: “(…) En ningún caso podrán 

transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 

(…)”. Negrilla y resaltado fuera de texto 
 

“(…) para resolver el trámite incidental de desacato a un fallo de tutela no habrán de 
transcurrir más de diez días, contados desde su apertura. En casos 
excepcionalísimos, (i) por razones de necesidad de la prueba y para asegurar el 
derecho de defensa de la persona contra la cual se promueve el incidente de 
desacato, (ii) cuando exista una justificación objetiva y razonable para la demora en 
su práctica y (iii) se haga explícita esta justificación en una providencia judicial, el juez 
puede exceder el término del artículo 86 de la Constitución, pero en todo caso estará 
obligado a (i) adoptar directamente las medidas necesarias para la práctica de dicha 
prueba respetando el derecho de defensa y (ii) a analizar y valorar esta prueba una 
vez se haya practicado y a resolver el trámite incidental en un término que sea 
razonable frente a la inmediatez prevista en el referido artículo. (…)”. 
 
Así mismo la sentencia C-367 de 2014, plasmó las siguientes directrices relacionadas con el 
incidente de desacato de obligatorio cumplimiento: 
 
“…Hay tres etapas posibles en el procedimiento para cumplir con el fallo de tutela. El trámite 
de cumplimiento sigue el procedimiento previsto en el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991, 
que otorga amplios poderes al juez de tutela para hacer cumplir la sentencia, valga decir, para 



garantizar el cumplimiento material y objetivo de la orden de protección de los derechos 
amparados: (i) una vez dictado, el fallo debe cumplirse sin demora por la persona a la que le 
corresponda; (ii) si esta persona no lo cumpliere dentro de las 48 horas siguientes, el juez se 
debe dirigir al superior de esta persona para que haga cumplir el fallo y abra un proceso 
disciplinario contra ella; (iii) si no se cumpliere el fallo dentro de las 48 horas siguientes, el 
juez “ordenará abrir proceso contra el superior que no hubiera procedido conforme a lo 
ordenado y adoptará directamente todas las medidas para el cabal cumplimiento del mismo”. 

  
“De no cumplirse el fallo, entre otras consecuencias, la persona puede ser objeto del poder 
jurisdiccional disciplinario, que se concreta en el incidente de desacato. Este incidente sigue 
un procedimiento de cuatro etapas, a saber: (i) comunicar a la persona incumplida la apertura 
del incidente del desacato, para que pueda dar cuenta de la razón por la cual no ha cumplido 
y presente sus argumentos de defensa; (ii) practicar las pruebas solicitadas que sean 
conducentes y pertinentes para la decisión; (iii) notificar la providencia que resuelva el 
incidente; y (iv) en caso de haber lugar a ello, remitir el expediente en consulta al superior. 
Para imponer la sanción se debe demostrar la responsabilidad subjetiva del sancionado en 
el incumplimiento del fallo, valga decir, que éste es atribuible, en virtud de un vínculo de 
causalidad, a su culpa o dolo. 

  
“El trámite o solicitud de cumplimiento, previsto por el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991, 
otorga al juez de tutela competencia suficiente para hacer cumplir su fallo en un término 
brevísimo: en el peor de los casos apenas supera las 96 horas, es decir, 4 días, lo que respeta 
el límite máximo que para lo inmediato en materia de tutela fija la Constitución: diez días. En 
efecto, una vez proferido el fallo que concede la tutela (i) el responsable del agravio deberá 
cumplirlo sin demora; (ii) si no lo hiciere dentro de las 48 horas siguientes, el juez se dirigirá 
al superior del responsable y le requerirá para que lo haga cumplir y abra un procedimiento 
disciplinario contra él; (iii) si no se cumpliere el fallo pasadas otras 48 horas, el juez ordenará 
abrir proceso contra el superior que no procedió conforme a lo ordenado y adoptará 
directamente todas las medidas para el cabal cumplimiento del fallo. Además, el juez puede 
sancionar por desacato al responsable y a su superior hasta que se cumpla el fallo y, en todo 
caso, conservará su competencia hasta que esté completamente restablecido el derecho o 
eliminadas las causas de la amenaza. 

  
“En el contexto del trámite o solicitud de cumplimiento la actividad del juez de tutela no se 
reduce a imponer sanciones a la persona incumplida, como si cumplir con el fallo fuese un 
asunto que sólo dependiera de su voluntad, sino que le brinda competencias suficientes y 
adecuadas para disponer lo necesario para hacer cumplir este fallo, de manera 
independiente y sin perjuicio de las responsabilidades que se puedan seguir para los 
incumplidos. 

  
“No sobra señalar que incumplir un fallo de tutela puede comprometer la responsabilidad 
disciplinaria del incumplido, pues, ante el requerimiento del juez, su superior tiene el deber 
de abrir el correspondiente procedimiento disciplinario (art. 27 Dec. 2591/91), proceso 
respecto del cual la Procuraduría General de la Nación podría ejercer su poder preferente; 
puede comprometer también su responsabilidad ante el juez de tutela, que lo “podrá 
sancionar por desacato” (art. 27 Dec. 2591/91), y, también, su responsabilidad penal, pues 
su conducta puede enmarcarse dentro del tipo penal de fraude a resolución judicial (art. 53 
Dec. 2591/91). Algo semejante se pude decir de su superior, si no hubiere procedido 
conforme a lo ordenado por el juez. No hacer cumplir un fallo de tutela puede comprometer 
la responsabilidad del juez que lo profiere y mantiene la competencia para hacerlo cumplir, 
pues si éste incumple “las funciones que le son propias de conformidad con este decreto”, su 
conducta puede enmarcarse dentro del tipo penal de prevaricato por omisión (art. 53 Dec. 
2591/91). 

  



El día 15 de julio de 2019, este despacho judicial emitió sentencia de tutela dentro de 
la presente acción de tutela, y se resolvió: 
 
“PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la presente acción constitucional, invocada por 
OCTAVIO HERNANDEZ VARGAS C.C. # 88218083, frente a las pretensiones de pago de 
los salarios de las 4 quincenas que manifiesta el actor que le adeuda su empleador y los que 
se devenguen en adelante, el pago de aportes a seguridad social integral y que su empleador 
no siga en mora, por lo expuesto en la parte motiva de este proveído.  
 
SEGUNDO: DENEGAR el amparo solicitado por OCTAVIO HERNANDEZ VARGAS C.C. # 
88218083, frente a la pretensión para que se conmine a COLPENSIONES, COMFANORTE, 
NUEVA EPS Y ARL POSITIVA, para que ejerzan las acciones de recobros de dinero de los 
aportes a seguridad social dejados de cancelar, por lo expuesto en la parte motiva de este 
proveído. (…).”. 
 
Y la Sala Civil Familia del H. Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cúcuta, en proveído 
adiado 30 de julio de 2019, dispuso:  

“ 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
      (…)”. 
 
En ese sentido se admitirá el presente incidente de desacato y se correrá traslado a la entidad 
encargada de cumplir el fallo de tutela aquí proferido, por el término de cuarenta y ocho (48) 
horas, es decir, (dos (2) días), para que se pronuncien y aporten las pruebas que pretendan 
hacer valer. 

 
Así mismo se vinculará al presente trámite a la señora SANDRA PATRICIA 
RODRIGUEZ AMADO y/o quien haga sus veces de representante legal del TEJAR 
SANTA TERESA S.A.S. 
 
Finalmente, de conformidad con lo informado por la Procuraduría Delegada para la 
Vigilancia Administrativa y Judicial, mediante oficio # 050 de fecha 23 de enero de 
2019 (FER: IUS E-2018-298384) (EXPEDIENTE IUC-D # IUS: E-2018-298384), este 
Despacho se abstendrá de poner en conocimiento el presente trámite incidental a la 
Procuraduría General de la Nación, hasta tanto haya sanción en firme.  
 
En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1.991, y teniendo en 
cuenta lo manifestado por la parte accionante en su escrito de incidente, el Juzgado Tercero 
de Familia de Oralidad de Cúcuta, 



 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: VINCULAR a la señora SANDRA PATRICIA RODRIGUEZ AMADO y/o quien 
haga sus veces de representante legal del TEJAR SANTA TERESA S.A.S., por lo expuesto. 
 
SEGUNDO: ADMITIR el INCIDENTE DE DESACATO instaurado por la parte accionante, por 
incumplimiento al fallo de tutela del 15 de julio de 2019, toda vez que no le ha cancelado al 
señor OCTAVIO HERNANDEZ VARGAS C.C. # 88218083, los sueldos adeudados desde 
el 01 de diciembre hasta la actual fecha de 01 de febrero del año 2021; actuación que se 
adelantará en contra de los siguientes funcionarios: 

 
- La señora SANDRA TATIANA LOZANO URUEÑA en su condición de 
representante legal del TEJAR SANTA TERESA S.A.S. 
 
- La ASAMBLEA DE ACCIONISTAS DEL TEJAR SANTA TERESA S.A.S., 
conformada por los señores JAIRO SAUL ZARATE GARCIA, MARIA ISABEL 
ZARATE GARCIA, WILLIAM GOMEZ HOYOS, ERNESTO ZARATE GARCIA Y 
STEPHANIE VON ARMIN CAICEDO. 

 
- La señora SANDRA PATRICIA RODRIGUEZ AMADO y/o quien haga sus 
veces de representante legal suplente del TEJAR SANTA TERESA S.A.S. 

 
TERCERO: CÓRRASE traslado del Incidente de Desacato por el término de cuarenta y ocho 
(48) horas, es decir, (dos (2) días), para que se pronuncien y aporten las pruebas que 
pretendan hacer valer.  
 

CUARTO: OFÍCIESE a la señora SANDRA TATIANA LOZANO URUEÑA en su 
condición de representante legal del TEJAR SANTA TERESA S.A.S., a la ASAMBLEA 
DE ACCIONISTAS DEL TEJAR SANTA TERESA S.A.S., conformada por los señores 
JAIRO SAUL ZARATE GARCIA, MARIA ISABEL ZARATE GARCIA, WILLIAM 
GOMEZ HOYOS, ERNESTO ZARATE GARCIA Y STEPHANIE VON ARMIN 
CAICEDO, la señora SANDRA PATRICIA RODRIGUEZ AMADO y/o quien haga sus 
veces de representante legal suplente del TEJAR SANTA TERESA S.A.S., para que 
en el término de cuarenta y ocho (48) horas, es decir, (dos (2) días), informen si aún 
perdura el vínculo laboral con el señor OCTAVIO HERNANDEZ VARGAS C.C. 
# 88218083 y si ya le fueron cancelados a éste los sueldos adeudados desde el 01 de 

diciembre hasta la actual fecha de 01 de febrero del año 2021, que alega en su escrito 
incidental, debiendo aportar prueba documental que acredite su dicho. 

 
QUINTO: La notificación se surtirá en términos del artículo 16, Decreto 2591 de 1991, 
acompañase copia de este auto y memorial presentados por el accionante. 

 
SEXTO: NOTIFICAR a las partes mencionadas en el presente proveído, por correo 
electrónico, según las directrices dadas por la presidencia del H. Tribunal Superior del Distrito 
Judicial de Cúcuta en Circular PTSC18-18 del 25/05/181 y el Consejo Seccional de la 
Judicatura Norte de Santander de Cúcuta, en virtud al nuevo horario implementado por 

                                                           
1  Para darle agilidad a las comunicaciones y reducir al máximo el consumo de papel e impresiones (Circular PTSC16-05 del 5/03/16 y Circular 
PTSC17-10 del 21/03/17), el Canal oficial autorizado de comunicación, es el correo institucional; y si una comunicación se envía a través de dicho 
correo institucional no es necesario enviar la misma físicamente a través de los citadores de los Despachos Judiciales ni de la empresa de envío 
certificado 4-72, a menos que sea solicitado de forma expresa, ya que tal situación genera desgaste administrativo, gasto innecesario de recursos 
de papelería e insumos de impresión y un costo monetario injustificado al Erario Público de la Nación. Así mismo no se debe imprimir en físico el 
mensaje ni el(los) documento(s) anexo(s) si no es estrictamente necesario. 



el Consejo Seccional de la Judicatura Norte de Santander de Cúcuta en el CSJNS2020-
218 del 1/10/2020, por la emergencia sanitaria que atraviesa el país por causa del 
Coronavirus COVID-192; y en caso de no ser posible, NOTIFICAR vía telefónica dejando las 
constancias del caso; en todo caso envíese a la parte accionada el archivo digitalizado 
del escrito de la tutela y anexos 
 
SÉPTIMO: ADVERTIR a las partes que las respuestas que efectúen descorriendo traslado 
del presente auto y/o frente a cualquier requerimiento efectuado por el Despacho dentro del 
trámite incidental, las alleguen al correo electrónico institucional de este Despacho judicial 
jfamcu3@cendoj.ramajudicial.gov.co, antes del cierre de la Jornada laboral, es decir, 
entre 8:00 a.m. a 12:00 m. y de 1:00 p.m. a 5:00 p.m., según las directrices dadas por la 
sala de Decisión Civil Familia del H. Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cúcuta3 y 
el Consejo Seccional de la Judicatura Norte de Santander de Cúcuta, en el Acuerdo 
CSJNS2020-218 del 1/10/2020, por la emergencia sanitaria que atraviesa el país por 
causa del Coronavirus COVID-194; en caso contrario, se entenderá recibido al día y hora 
siguiente hábil laboral.  
 
Una vez Vencido el término de traslado, ingrésese el expediente al Despacho para lo 
pertinente. 
  
 

NOTIFÍQUESE 
 

(Firma Electrónica) 
CLAUDIA CONSUELO GARCÍA REYES 

JUEZ 
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2 Acuerdo CSJNS2020-120 del 13/03/2020 que sigue las directrices dadas por el Consejo Superior de la Judicatura en la circular PCSJ20-
6 del 12/03/2020, por la que se establece el protocolo para la prevención de contagio de COVID-19 en sedes judiciales. 
3 “…para que un memorial se entienda presentado de manera oportuna, deberá ser recibido antes del cierre del Despacho, en este Caso, antes 

de las seis de la tarde (6:00 p.m.) del mismo día.”3, conforme lo dispuesto por la sala de Decisión Civil Familia del H. Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Cúcuta, en proveído del 22 de julio de 2019, proferido dentro de la Acción de Tutela radicado Interno 2019-00135-00, radicado 1ª Inst. 

2019-00251-00 de este Juzgado. 

4 Acuerdo CSJNS2020-120 del 13/03/2020 que sigue las directrices dadas por el Consejo Superior de la Judicatura en la circular PCSJ20-

6 del 12/03/2020, por la que se establece el protocolo para la prevención de contagio de COVID-19 en sedes judiciales. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER 

JUZGADO TERCERO DE FAMILIA DE ORALIDAD DE CÚCUTA 

 

San José de Cúcuta, febrero cuatro (04) de dos mil veintiuno (2021) 

 

CONFLICTO DE COMPETENCIA 

RADICADO 54001316000320210000400 

ENTIDADES: COMISARIA DE FAMILIA PERMANENTE DE CÚCUTA 

                       DEFENSORA DE FAMILI 15 ICBF-CAIVAS 

 

I- ASUNTO 

Procede el despacho a decidir el conflicto de competencia suscitado por las señoras 

Comisaria de Familia Permanente de Cúcuta y la Defensora 15 del ICB- Adscrita al 

CAIVAS, dentro del proceso administrativo de restablecimiento de derechos de la 

niña VS, ante un presunto abuso sexual por parte de su padrastro. 

 

II- ANTECEDENTES 

 

EL 14 DE ENERO DE LA PRESENTE ANUALIDAD, A LAS 14 Y 03 HORAS, llegó 

al despacho el presente conflicto negativo de competencia, entre las autoridades 

enunciadas en precedencia 

 

En fecha 10 de diciembre de 2020 la defensora de familia del Centro Zonal Cúcuta 

2 adscrita al CAIVAS, con base en información allegada mediante SIM 1762282449, 

por presunto abuso sexual a la niña VS de 3 años de edad, ordenó al equipo 

interdisciplinario las valoraciones pertinentes. 

 

Luego con base en las recomendaciones que se dieron por parte de psicóloga y 

trabajadora social, el 17 de diciembre de esa misma anualidad, remitió el caso a la 

Comisaría de Familia, aduciendo que la violencia sexual configura un tipo de 

violencia intrafamiliar, cuando se da dentro de la dinámica familiar. 

 

Por su parte la señora comisaria de familia permanente de esta ciudad, haciendo 

una extensa exposición, plantea el conflicto negativo de competencia, toda vez que, 

según sus consideraciones, no es ella la competente pues los hechos no ocurrieron 

en el contexto de la violencia intrafamiliar, que hay un abuso sexual y por ende, es 

la Defensora 15 del ICBF-CAIVAS la que debe conocer del caso. 

 

III-CONSIDERACIONES 

 



El Decreto 1069 de 20151 "Por medio del cual se expide el decreto único 
reglamentario del sector justicia y del derecho" contiene en el capítulo 9, sección 2, 
artículo 2.2.4.9.2.1, la regla de distribución de competencias entre defensorías y 
comisarías de familia a partir de la “violencia intrafamiliar” como criterio 
diferenciador, allí se dispone lo siguiente: 

 

“Artículo 2.2.4.9.2.1. Competencias del Defensor de Familia y del 

Comisario de Familia. Cuando en un mismo municipio concurran Defensorías 

de Familia y Comisarías de Familia, el criterio diferenciador de competencias 

para los efectos de restablecimiento de derechos, se regirá por lo dispuesto 

en la Ley 1098 de 2006, así: 

El Defensor de Familia se encargará de prevenir, garantizar y restablecer los 

derechos de los niños, niñas y adolescentes, en las circunstancias de maltrato, 

amenaza o vulneración de derechos diferentes de los suscitados en el 

contexto de la violencia intrafamiliar. 

El Comisario de Familia se encargará de prevenir, garantizar, restablecer y 

reparar los derechos de los niños, niñas, adolescentes y demás miembros de 

la familia, en las circunstancias de maltrato infantil, amenaza o vulneración de 

derechos suscitadas en el contexto de la violencia intrafamiliar. Para ello 

aplicará las medidas de protección contenidas en la Ley 575 del 2000 que 

modificó la Ley 294 de 1996, las medidas de restablecimiento de derechos 

consagradas en la Ley 1098 de 2006 y, como consecuencia de ellas, 

promoverá las conciliaciones a que haya lugar en relación con la custodia y 

cuidado personal, la cuota de alimentos y la reglamentación de visitas.” 

(Negrilla fuera del texto) 

 

El artículo 83 del código de infancia y adolescencia dispone: “ARTÍCULO 83. 

COMISARÍAS DE FAMILIA. Son entidades distritales o municipales o 

intermunicipales de carácter administrativo e interdisciplinario, que forman 

parte del Sistema Nacional de Bienestar Familiar, cuya misión es prevenir, 

garantizar, restablecer y reparar los derechos de los miembros de la 

familia conculcados por situaciones de violencia intrafamiliar y las demás 

establecidas por la ley.” 

 

Por su parte las defensorías de familia, de conformidad con el artículo 79 de 
la misma codificación consagra: “ARTÍCULO 79. DEFENSORÍAS DE 
FAMILIA. Son dependencias del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
de naturaleza multidisciplinaria, encargadas de prevenir, garantizar y 
restablecer los derechos de los niños, niñas y adolescentes.” 

 

Para el desarrollo de los propósitos para los que fueron creadas las comisarías de 
familia y las defensorías de familia, se dispone en los artículos 82 y 86 las funciones 
de los defensores de familia y los comisarios de familia, siendo el criterio 
diferenciador, como queda claro con las normas citadas, la violencia intrafamiliar. 

 

                                                           
 



 

De tal forma que cuando se trate de conflictos familiares que se suscitan por 
violencia intrafamiliar, es el comisario de familia el competente para conocer del 
asunto y los que se den por otros criterios, serán de conocimiento de los defensores 
de familia 

 

El artículo 4 de la ley 294 de 1996:” <Artículo modificado por el artículo 16 de la 

Ley 1257 de 2008. El nuevo texto es el siguiente:> Toda persona que dentro de su 

contexto familiar sea víctima de daño físico, psíquico, o daño a su integridad 

sexual, amenaza, agravio, ofensa o cualquier otra forma de agresión por parte de 

otro miembro del grupo familiar, podrá pedir, sin perjuicio de las denuncias penales 

a que hubiere lugar, al comisario de familia del lugar donde ocurrieren los hechos y 

a falta de este al Juez Civil Municipal o Promiscuo Municipal, una medida de 

protección inmediata que ponga fin a la violencia, maltrato o agresión o evite que 

esta se realice cuando fuere inminente.” 

 

De la normativa citada se extrae que, en efecto, el proceso de restablecimiento de 

derechos cuando se trate de casos de VIOLENCIA INTRAFAMILIAR, el 

conocimiento del mismo corresponde al COMISRIO DE FAMILIA, siendo este el 

criterio diferenciador para saber si corresponde al COMISARIO DE FAMILIA o al 

DEFENSOR DE FAMILIA. 

 

Ahora bien, el punto es que, la señora comisaria de familia considera que el abuso 

sexual presunto en el que puede ser víctima la niña VS, no se da en un escenario 

de violencia intrafamiliar y que, por ende, la competencia radica en el defensor de 

familia 15 del ICBF adscrito al CAIVAS; desconociendo la funcionaria que el abuso 

sexual suscitado en el núcleo familiar, per se, es violencia intrafamiliar, pues de no 

ser así, cómo se explica que el artículo 16 de la ley 1257 de 2008, modificador del 

artículo 4o de la ley 294 de 1996, menciona el daño a la integridad sexual como una 

situación que debe ser protegida de forma inmediata con una medida de protección 

de las descritas en la norma, para que se ponga fin a la “violencia”, “maltrato” o 

“agresión”, designando en forma expresa, al comisario de familia como la autoridad 

que la debe imponer . 

 

En el caso que ocupa la atención de esta funcionaria, es claro que la niña VS, es 

una posible víctima de abuso sexual por parte del padrastro, quien comparte la 

vivienda con la madre de la niña y con ésta, luego entonces, se concluye sin mayor 

hesitación, que quien debe continuar con el conocimiento de este proceso 

administrativo de restablecimiento de derechos, es la COMISARIA DE FAMILIA 

PERMANENTE DE CÚCUTA, por ser de su competencia y así se dispondrá. 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TERCERO DE FAMILIA DE ORALIDAD DE 

CÚCUTA, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARAR que la competencia para conocer del presunto asunto es 

LA COMISARIA DE FAMILIA PERMANENTE DE CÚCUTA, de conformidad con lo 

expuesto. 

https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1257_2008.htm#16


 

SEGUNDO: REMITIR de forma inmediata las presentes diligencias a la autoridad 

competente, descrita en precedencia. 

 

TERCERO: OFICIAR a la Defensora de Familia 15 del ICBF, adscrita al CAIVAS, 

informándole de la presente decisión. 

 

CUARTO: DAR por terminado el presente trámite 

 

CÚMPLASE 

 

CLAUDIA CONSUELO GARCÍA REYES 

JUEZ 
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